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Este artículo es un extracto de A Good Tax:  
Legal and Policy issues for the Property Tax in the 
United States (Un buen impuesto: temas legales  
y de política del impuesto sobre la propiedad en 
los estados Unidos), de Joan Youngman, a ser  
publicado en abril de 2016. 

aLGUnos dE Los dEBatEs PoLÍtiCos MÁs siGniFiCa-

tiVos acerca del impuesto sobre la propiedad no 
tienen que ver con el impuesto en sí sino con el 
uso de su recaudación para financiar las escuelas 
públicas locales. esta controversia intensa y ya 
antigua acentúa el papel del impuesto sobre la 
propiedad, pero el impuesto en sí es de importan-
cia secundaria frente a los puntos sustantivos  
en discusión, como el monto total de gastos en 
educación, su distribución entre los diferentes 
distritos escolares y los niveles de gobierno que 
deben proporcionar estos fondos. Si el impuesto 
sobre el ingreso fuera la fuente principal de los 
ingresos locales, y el impuesto sobre la propiedad 
se gravara a nivel estatal, el debate sobre el finan-
ciamiento escolar podría continuar de la misma 
manera, sustituyendo simplemente el vocablo 
“propiedad” por el vocablo “ingreso”. 
 el desafío del financiamiento escolar general-
mente comienza con un problema básico: cómo 
aumentar de la mejor manera posible los ingresos 
disponibles a las escuelas de los distritos más 
pobres, cuyos recursos propios no pueden soste-
ner adecuadamente la educación pública, incluso 
con tasas tributarias mucho más altas que las 
impuestas en jurisdicciones más acomodadas. 
este no es un problema del impuesto sobre la  
propiedad sino un problema del impuesto local. 
Un área necesitada limitada a su propio impuesto 
sobre el ingreso o sobre las ventas encontraría  
la misma dificultad para financiar un sistema  
escolar exitoso, no importa cuán alta sea la tasa 
tributaria. es esencial que haya una transferencia 

de recursos externos hacia distritos que no pueden 
financiar sus servicios indispensables de forma 
independiente. este enunciado puede parecer 
obvio, pero a veces representa el límite del con-
senso en este debate extremadamente caldeado.
 Por sí mismo, este consenso sólo estipula  
que no se puede depender sólo del impuesto local 
para financiar servicios básicos cuando la base 
tributaria local no alcanza para ese fin. esto dista 
mucho de demostrar la inequidad del impuesto 
sobre la propiedad o cualquier otro impuesto  
local. Pero el uso tradicional del impuesto sobre  
la propiedad como sostenimiento principal para 
las escuelas locales a veces ha dado lugar a  
esta inferencia. 
 Si bien el impuesto sobre la propiedad  
generalmente funciona como un impuesto local 
en los ee.UU., y brinda la proporción más grande 
de ingresos locales independientes, esto no ha 
sido siempre así. Antes de la adopción generalizada 
del impuesto estatal sobre las ventas y el ingreso 
en el siglo XX, los impuestos sobre la propiedad 
eran la fuente principal de ingresos a nivel estatal. 
Al mismo tiempo, muchas jurisdicciones locales 
también imponen otros tributos, como impuestos 
sobre las ventas o los ingresos. De todas maneras, 
la gran mayoría de la recaudación del impuesto 
sobre la propiedad en los ee.UU. financia las  
operaciones del gobierno local, y el impuesto sobre 
la propiedad sigue siendo la fuente principal de 
ingreso autónomo para la mayor parte de las juris-
dicciones locales, incluyendo los distritos escolares. 
Por lo tanto, el debate sobre la dependencia de 
recursos locales para financiar la educación gene-
ralmente cuestiona la equidad de usar el impuesto 
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sobre la propiedad en los ee.UU. financia las operaciones del 
gobierno local, y el impuesto sobre la propiedad sigue siendo  
la fuente principal de ingreso autónomo para la mayor parte de 
las jurisdicciones locales, incluyendo los distritos escolares. 
Crédito: Alamy.

El desafío del financiamiento escolar 
generalmente comienza con un problema 
básico: cómo aumentar de la mejor manera 
posible los ingresos disponibles a las escuelas 
de los distritos más pobres, cuyos recursos 
propios no pueden sostener adecuadamente la 
educación pública […]. Este no es un problema 
del impuesto sobre la propiedad sino un 
problema del impuesto local.



 invierno 2016       1918      LAnD LineS

sobre la propiedad como método principal de  
financiamiento de las escuelas locales. es impor-
tante aclarar hasta qué punto se debate el tema 
del impuesto sobre la propiedad en sí, y hasta qué 
punto es este simplemente el instrumento más 
común utilizado para recaudar ingresos, y lo que 
se discute es su uso y distribución. 

El impuesto sobre la  
propiedad y la igualación del  
financiamiento escolar
el impuesto sobre la propiedad se vinculó en for-
ma más visible con la igualación del financiamiento 
escolar en la decisión Serrano de California en 
1971, que inauguró una nueva era de disputas 
constitucionales estatales sobre el financiamiento 
de la educación. en ese caso, la Suprema Corte  
de California dictaminó que las bases divergentes 
del impuesto sobre la propiedad causaban varia-
ciones constitucionalmente inaceptables en los 
presupuestos escolares: “La fuente de estas dis-
paridades es inequívoca: en Baldwin Park el valor 
de tasación inmobiliaria por niño fue de sólo 
US$3.706; en Pasadena, el valor de tasación por 
niño fue de US$13.706; mientras que en Beverly 
Hills, el monto fue de $50.885, o sea una relación 
de 1 a 4 a 13. Por lo tanto, las subvenciones  
estatales son insuficientes para compensar las 
inequidades inherentes a un sistema de financia-
miento que depende de bases tributables locales 

de gran variabilidad.”1 en el plazo de una década, 
California puso en práctica un nuevo sistema de 
financiamiento escolar centralizado. en vez de 
que los distritos fijen sus presupuestos con base 
en los ingresos locales, estas decisiones se  
efectúan para cada distrito a nivel estatal.2 La 
fase inicial de la reforma financiera escolar en 
California se enfocó firmemente en la igualación 
del financiamiento básico, y las primeras decisio-
nes judiciales trataron de limitar las variaciones 
en el gasto por alumno en todo el estado a no  
más de US$100.3 
 en la misma década, los votantes de California 
impusieron una serie de limitaciones al impuesto 
sobre la propiedad, con la aprobación de la Pro-
puesta 13 en 1978. A raíz de esta iniciativa, la  
legislatura estatal cambió también el sistema 
para distribuir la recaudación del impuesto sobre 
la propiedad. Como resultado de estas medidas, 
las leyes estatales gobiernan la tasa del impuesto 
sobre la propiedad, los presupuestos de los dis-
tritos escolares locales y la distribución de la  
recaudación del impuesto sobre la propiedad. 
Aproximadamente un tercio de la recaudación del 
impuesto sobre la propiedad es asignado a distri-
tos escolares que ofrecen desde preescolar hasta 
los primeros dos años en universidades terciarias 
(K- 14).4 La experiencia de California demuestra 
que el impuesto sobre la propiedad puede ser una 
herramienta para la centralización e igualación 
del financiamiento escolar, así como para la  
descentralización y la variación local. 

Complejidades del financiamiento 
escolar centralizado
Si bien la Propuesta 13 se aprobó muy poco  
después que la reforma financiera escolar en  
California, la conexión causal entre las dos sigue 
siendo motivo de controversia. Una perspectiva 
considera que el financiamiento y la administra-
ción escolar centralizada y normalizada erosionan 
el apoyo de los propietarios al impuesto sobre la 
propiedad.5 “Los propietarios estaban dispuestos 
a pagar impuestos más altos sobre la propiedad 
en el convencimiento de que ello llevaría a crear 
escuelas de alta calidad. el movimiento que creó 
el litigio sobre las finanzas escolares ha quebrado 
este vínculo: los ingresos del impuesto local sobre 
la propiedad ahora tienden a ser redistribuidos en 
el resto del estado y se dedican sólo marginal-
mente a las escuelas locales.”6 Al mismo tiempo, 
otros académicos refutan con vehemencia esta 
teoría por razones estadísticas e históricas:  
“Las pruebas no sostienen el argumento de que 
Serrano fue la causa de la Propuesta 13.”7 
 Sea cual fuere la conexión, estos dos elemen-
tos —las disputas constitucionales y las limita-
ciones al impuesto sobre la propiedad— se refor-
zaron mutuamente al desplazar la autoridad y 
responsabilidad del financiamiento escolar desde 
las municipalidades al gobierno estatal. este pro-
ceso también expuso los presupuestos escolares 
a nuevas presiones políticas. A nivel local, el gas-
to escolar es frecuentemente el elemento más 
importante del presupuesto, pero las necesidades 
estatales son más amplias: incluyen salud y segu-
ridad pública, transporte, sistema penitenciario y 
educación superior. Si las decisiones educativas 
cruciales parecen estar a cargo de funcionarios 
estatales o de mayor rango, la centralización tam-
bién presenta el desafío de mantener el contacto 
con los padres y conseguir que participen. 
 La experiencia de California ha demostrado 
que estas preocupaciones se deben tomar en  
serio. en 1969–1970, antes de la centralización  
de sus finanzas escolares y la introducción de  
la Propuesta 13, California ocupaba el 11.o lugar 
entre todos los estados y el Distrito de Columbia, 
en gastos por alumno, desde preescolar hasta  
el terminar el colegio, o secundaria (K-12). Para 

2013, había caído al puesto 36.8 Su déficit es  
aún mayor que lo que indica el monto gastado  
por alumno, porque los salarios de los maestros 
en California, para ser competitivos, superan el  
promedio nacional. eric Brunner y Jon Sonstelie 
observan: “Los estudiantes de California tuvieron 
un desempeño considerablemente mejor en el  
periodo anterior al traspaso de las finanzas del  
nivel local al estatal […]. esta disminución aparente 
en el desempeño promedio sería menos proble-
mática si viniera acompañada de una igualación 
entre distritos y niveles de ingreso. Sin embargo, 
hay muy poca evidencia de igualación entre distri-
tos escolares”. Hacen notar que la disminución del 
desempeño no se puede atribuir solamente a los 
recursos. “el mal desempeño de los estudiantes 
de California en las pruebas de nivel es decepcio-
nante, pero este desempeño se debe más a la  
ineficiencia en la asignación de fondos que a la 
escasez de los mismos”.9 esta situación es conse-
cuencia de muchos factores complejos, pero está 
claro que el respaldo estatal a la educación local 
en California no ha cumplido con las altas expec-
tativas de los partidarios iniciales de la reforma 
del financiamiento escolar.

Los gastos por alumno en California se han desplomado desde 1971, cuando la decisión Serrano vs. Priest desvinculó las finanzas 
escolares del impuesto local sobre la propiedad, argumentando que los valores dispares de las propiedades en Baldwin Park 
(izquierda) y Beverly Hills (derecha) crearon variaciones constitucionalmente inaceptables en los presupuestos de las escuelas 
públicas. Crédito: realtor.com.

La adopción de un financiamiento escolar 
centralizado no resuelve por sí mismo los 
problemas de adecuación y eficiencia, que 
son cruciales en toda reforma educativa, 
independientemente del impuesto que se  
use como fuente de ingresos educativos.

 Michigan llevó a cabo una centralización im-
portante de su sistema de financiamiento escolar 
en 1994, pero las continuas dificultades económi-
cas del estado han reducido su capacidad para 
mantener sus niveles de financiamiento. Como  
en el caso de California, los cambios en el finan-
ciamiento escolar fueron parte de una colección 
de objetivos a veces contradictorios, como mejora 
educacional, mayor equidad y alivio tributario.  
La “Propuesta A” de Michigan, aprobada en 1994, 
redujo drásticamente el impuesto sobre la pro-
piedad y lo sustituyó con una serie de fuentes de 

http://realtor.com
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respondió con la Ley 60, que entre 1999 y 2004 
proporcionó una asignación estatal uniforme para 
todos los estudiantes de educación primaria y 
secundaria. en ese momento, el 90 por ciento  
de los distritos escolares de vermont ya estaban 
gastando más del monto estándar por alumno. no 
obstante, bajo la Ley 60, los distritos que eligieron 
gastar más tenían que aportar fondos locales  
adicionales a un fondo estatal para beneficiar  
a las áreas más pobres. Cuanto más rico era el 
distrito, más tenía que aportar a este “fondo com-
partido”. el estado podía reasignar más de dos 
tercios de los fondos recaudados de los distritos 
más ricos a escuelas de los distritos más pobres. 
en 2004 se informó de que “aproximadamente  
el 91 por ciento de los distritos escolares de  
vermont recibieron más fondos bajo el nuevo  
régimen, y los residentes de distritos con propie-
dades de bajo valor tuvieron que pagar menos 
impuestos. Los impuestos en los distritos más 
ricos se habían más que duplicado y, sin embargo, 
los gastos por alumno en esos distritos habían 
disminuido. estos resultados generaron una  
intensa respuesta por parte de los distritos  
más ricos de vermont, creando situaciones de 
desobediencia civil, retención local de los fondos  
estatales para la educación, evasión del ‘fondo 
compartido’ por medio de deducciones tributarias 

y un fracasado pleito contra la constitucionalidad 
de la Ley 60”.16 
 esta controversia fue una de las razones  
principales por las que se produjo posteriormente 
un cambio legislativo. en vermont, como en otros 

recaudación alternativas, como porciones del  
impuesto estatal sobre el ingreso y un incremento 
en el impuesto estatal sobre las ventas, que se 
dedicó a las escuelas.

Diez años más tarde, dos analistas juzgaron que 
los resultados de la centralización de Michigan 
fue “decididamente positiva”, aunque expresaron 
su preocupación de que la base de recaudación 
estatal para el fondo de ayuda escolar era “peli-
grosamente vulnerable a fluctuaciones cíclicas”.10 
en 2010, el Consejo de investigación Ciudadana 
de Michigan elaboró este informe: 

Dadas las realidades prácticas del sistema 
de financiamiento actual, los ingresos con-
trolados (directa o indirectamente) por el 
estado suman casi el 85 por ciento de los 
fondos operativos totales de las escuelas 
locales. Por lo tanto, son los dirigentes esta-
tales, no los locales, los que controlan la 
caja en las escuelas locales de Michigan […]. 
Además de los problemas fiscales debidos  
a la crisis económica de casi una década de 
duración en Michigan, que han sido exacer-
bados por la Gran recesión, las finanzas  
de la educación pública también enfrentan 
otro problema grave a largo plazo. Desde 
principios de la década del 2000, el estado 
no ha podido controlar los dos déficits  
estructurales que afectan a sus fondos  
operativos principales: el Fondo General  
y el Fondo de Ayuda escolar.11 

Una disposición poco advertida de la legislación 
de Michigan de 1994, típica de la complejidad de 
estas promulgaciones, transfirió a los gobiernos 
locales los pagos anuales al fondo de jubilación 
escolar, que antes estaba a cargo del gobierno 
estatal.12 
 La adopción de un financiamiento escolar 
centralizado no resuelve por sí mismo los proble-
mas de adecuación y eficiencia, que son cruciales 
en toda reforma educativa, independientemente 
del impuesto que se use como fuente de ingresos 
educativos. Los desafíos sustanciales de una  
reforma educativa son mayores que la simple 
elección de un instrumento tributario.

El impuesto sobre  
la propiedad y los gastos  
locales suplementarios
Los impuestos locales también pueden ser con-
trovertidos cuando se usan para suplementar 
niveles de gasto fijados por el gobierno central.  
es poco probable que un estado financie todas 
las escuelas al mismo nivel que los distritos más 
pudientes establecerían para sí mismos si elabo-
raran su presupuesto de manera independiente.  
esto presenta un dilema cuando un estado inter-
viene para asegurar que los distritos menos ricos 
reciban el financiamiento necesario. el estado 
puede asignar recursos a los distritos necesitados 
sin garantizarles un presupuesto por alumno igual 
al de las jurisdicciones que gastan más. o puede 
imponer restricciones que limiten la capacidad  
de los distritos ricos para suplementar su presu-
puesto con recursos propios. en el primer caso,  
el uso del impuesto sobre la propiedad para  
aumentar el presupuesto escolar local sería 
aceptable; en el segundo caso no lo sería. Por 
ejemplo, Michigan no permite a los distritos  
locales la obtención de recursos tributarios adi-
cionales para el funcionamiento de las escuelas. 
Los distritos que gastan más, y cuyo nivel de  
financiamiento ha disminuido, han creado una 
nueva dimensión en el litigio sobre el financia-
miento escolar al considerar la posibilidad de  
iniciar una acción legal contra el estado.13 
 Uno de los abogados que inició la disputa por 
el financiamiento de la educación en California 
argumentó que no era justo permitir que los pa-
dres recauden fondos para sus escuelas locales: 
“Si tenemos un sistema educativo malo, los  
padres de los ricos tienen que estar igualmente 
preocupados como los padres de los pobres”.14 La 
posición contraria considera que es legítimo que 
existan ciertas variaciones en los niveles de gasto 
escolar, particularmente si los padres que no  
pueden suplementar los presupuestos de base  
se retiran del sistema escolar público y envían  
a sus hijos a escuelas privadas. 
 vermont adoptó una estrategia única al pro-
blema de gastos mayores al promedio después  
de que la Suprema Corte estatal revocó su méto-
do de financiamiento escolar.15 La legislatura  

Es de suponer que los sistemas escolares 
excelentes aumentarán el valor de las 
propiedades locales, proporcionando un 
incentivo para respaldar gastos efectivos  
en educación, aun para propietarios que  
no tengan hijos en las escuelas locales.

Los esfuerzos para suplir las necesidades de estudiantes marginados han 
desviado el foco de la reforma de las finanzas escolares desde la igualación  
al suministro de fondos suficientes para lograr un desempeño adecuado.  
Crédito: Christopher Futcher.

estados, las limitaciones de los presupuestos 
escolares también dieron lugar a campañas  
privadas de recaudación de fondos y el uso de 
subvenciones de fundaciones de caridad para 
reemplazar los fondos tributarios que las escuelas 
locales habían perdido. en California, por ejemplo, 
sólo en 2011 las contribuciones voluntarias no 
tributarias a las escuelas públicas ascendieron  
a US$547 millones.17 
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 Para algunos observadores, la capacidad de 
los padres de mayores ingresos para comprar 
recursos educativos adicionales para las escuelas 
de sus hijos significa un retorno a la situación  
que dio lugar en primera instancia a los litigios 
judiciales sobre el financiamiento educativo. Un 
maestro de nueva York expresó que el concepto 
mismo de educación pública “suprime todas  
las distinciones entre grupos de individuos, por 
ser inherentemente injustas”.18 Por otro lado, la 
oportunidad de contar con respaldo local ayuda  
a promover un compromiso amplio con las  
escuelas públicas. 

De la igualación a la adecuación
Una decisión judicial de California tomada en 
1986 como parte de la larga serie de casos rela-
cionados con Serrano ofreció otra perspectiva 
sobre los problemas de igualación de gastos. 
“Las consecuencias adversas de años de nivela-
ción hacia abajo han sido particularmente perju-
diciales en distritos de gastos altos con grandes 
concentraciones de estudiantes pobres y minori-
tarios. Algunos de los distritos más urbanos del 
estado, con altas concentraciones de estudiantes 
de escasos recursos y minoritarios, son distritos 
de alta recaudación.”19 Según la opinión del  
tribunal, las jurisdicciones de “alta recaudación” 
con grandes concentraciones de propiedad co-
mercial o industrial pueden albergar a residentes 
urbanos de bajos ingresos que en realidad perde-
rían fondos bajo una política de igualación estricta. 
Muchas ciudades grandes con estudiantes  
pobres tienen que gastar en educación pública 
más, y no menos, que el promedio estatal por 
estudiante.20 
 Los esfuerzos para suplir las necesidades  
de estudiantes marginados han desviado el foco 
de la reforma de las finanzas escolares, desde  
la igualación al suministro de fondos suficientes 
para lograr un desempeño adecuado. “en 1989,  
la Suprema Corte de Kentucky declaró que todo 
el sistema estatal de educación pública primaria 
y secundaria era inconstitucional y sostuvo que 
todos los estudiantes de Kentucky tenían el  
derecho constitucional a recibir una educación 
adecuada. La decisión trajo como consecuencia 

una reorganización drástica en todo el sistema 
escolar público del estado, y creó lo que muchos 
académicos han llamado el ‘movimiento de  
adecuación’”.21 Sin embargo, es mucho más fácil 
calcular las diferencias en financiamiento que 
proporcionar una definición operativa de educa-
ción adecuada. esta importante decisión de la 
Suprema Corte de Kentucky interpretó el requisi-
to constitucional estatal de “un sistema eficiente 
de escuelas comunes” en función de siete objeti-
vos bastante abstractos, incluyendo “destrezas 
de comunicación oral y escrita suficientes para 
que los estudiantes puedan funcionar en una 
civilización compleja y rápidamente cambiante”  
y “autoconocimiento y conocimiento suficiente 
de su bienestar mental y físico”.22 
 A falta de una disposición constitucional  
a nivel federal de equidad en el financiamiento 
escolar23, estos casos se dirimen en los tribuna-
les estatales. no obstante, el desafío judicial a 
los sistemas estatales no pueden abordar la 
fuente más importante de falta de uniformidad 
en los gastos educativos: las diferencias de gas-
tos entre los distintos estados. estas son mucho 
más significativas que las diferencias entre los 
distritos de cualquier estado individual. “Aproxi-
madamente dos tercios de la inequidad de gas-
tos nacional se deben a los gastos entre distintos 
estados, y sólo un tercio se refiere a los gastos 
dentro de los estados, y por lo tanto los litigios 
sobre la reforma escolar sólo pueden resolver 
una pequeña parte de esta inequidad”.24

Complejidades de los gastos 
por alumno 
el desplazamiento en el enfoque de una iguala-
ción estricta a proporcionar recursos adecuados 
a los distritos necesitados puede debilitar el  
argumento que prohíbe a los distritos locales 
recaudar más impuestos para suplementar los 
ingresos dispuestos por el estado. Si muchos dis-
tritos urbanos necesitados y de bajo desempeño 
tienen que gastar mucho más que el presupuesto 
promedio por alumno, la uniformidad no será  
la meta óptima. 
 De todas maneras, la uniformidad de gastos 
siempre tendrá un atractivo intuitivo. en California, 

las décadas de financiamiento escolar centrali-
zado han roto prácticamente la conexión entre 
los gastos en educación y la riqueza inmobiliaria 
local. no obstante, el informe “California Watch” 
del Centro de informes de investigación en 2011 
ilustró cómo los gastos por alumno seguían  
variando mucho entre un distrito y otro. el infor-
me citó al presidente de la Asociación de educa-
ción de Alameda: “Para nosotros, el hecho de no 
recibir la misma cantidad que otros distritos  
cerca del nuestro es como decir que vamos  
a valorar a un niño más que a otro”. este informe 
describió también el sistema de financiamiento 
pos-Serrano en California:

 en el fallo histórico de 1971 de Serrano 
vs. Priest, el tribunal determinó que el uso  
del impuesto local sobre la propiedad para 
financiar las escuelas creaba grandes dife-
rencias entre un distrito rico como Beverly 
Hills y Baldwin Park, una comunidad de  
bajos ingresos al este de Los Ángeles. 
 La Suprema Corte estableció que las 
diferencias en el monto básico de fondos 
erogado por alumno —llamado también  
“límite de ingresos”— tenía que ser menor  
o igual a US$100 en todos los distritos. Si 
tenemos en cuenta la inflación, la diferencia 
permisible es ahora de US$350 por estudian-
te. Aun cuando sigue habiendo diferencias 
importantes entre algunos distritos, las  
disparidades en el monto básico que los dis-
tritos reciben del estado se han reducido 
sustancialmente.
 Pero dicha reducción ha sido neutralizada 
por fondos locales, estatales y federales 
aportados por casi cien programas distintos. 
Una gran parte del dinero se basa en fórmu-
las establecidas en la década de 1970 para 
comida, transporte y otros servicios que  
frecuentemente tienen poco que ver con las 
necesidades actuales de los estudiantes.
 Las inequidades que el tribunal trató  
de aliviar con el fallo de Serrano persisten. 
Alrededor de dos tercios de los distritos gas-
tan ahora por lo menos US$500 por encima  
o por debajo del promedio estatal, según el 
análisis de California Watch.

 “Lo que pasó desde el caso Serrano es 
que tratamos de igualar el financiamiento de 
base de los estudiantes en todo el estado”, 
dijo [Julia] Brownley, asambleísta de Santa 
Mónica. “Pero desde entonces hemos creado 
cientos de fondos con categorías distintas 
que se sumaron a la base. esto ha llevado el 
financiamiento a un nivel distinto y ha sesga-
do de nuevo los gastos”.25 

Los esfuerzos para reducir la dependencia 
de las escuelas del impuesto sobre la 
propiedad pueden recoger tanto o más 
apoyo de activistas antitributarios que de 
aquellos que creen que estos pasos 
pueden promover una mayor equidad o 
efectividad educativa.

 
Hay varios aspectos de este informe que vale  
la pena hacer notar. Desde la perspectiva del im-
puesto sobre la propiedad, quizás la conclusión 
más importante es que las disparidades persis-
tentes en los presupuestos distritales no son el 
resultado de diferencias en la recaudación del 
impuesto sobre la propiedad, puesto que la  
asignación de los recursos del impuesto sobre  
la propiedad es establecida por la legislatura y  
el gobernador. 
 Más aún, el objetivo de igualar los gastos 
dentro del límite de unos pocos cientos de dóla-
res por estudiante en un estado tan extenso  
y variado como California es inadecuado. Los  
costos de bienes y servicios varían significativa-
mente entre regiones y entre centros urbanos  
y rurales. Una de las críticas más importantes  
a la centralización del financiamiento escolar  
en Michigan ha sido que no tuvo en cuenta las 
diferencias de costos de los distritos escolares 
en distintas áreas y con poblaciones distintas.26 
esta misma crítica se puede aplicar al caso  
de California.
 Muchas de las deficiencias del sistema de 
financiamiento pos-Serrano en California fueron 
eliminadas en la histórica legislación firmada por 
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el Gobernador Jerry Brown en 2013,  
“el cambio más importante en la forma 
en que California financia sus escuelas 
públicas de los últimos 25 años”.27 esta 
legislación se propone asignar más 
fondos a los distritos necesitados, 
como aquellos que albergan estudian-
tes de bajos ingresos o cuyo idioma 
nativo no es el inglés, en vez de igualar 
los gastos entre distritos.
 Como medida cuantitativa, el gasto 
por alumno puede dar una idea equivo-
cada de exactitud. Los cálculos varían 
en función de una multitud de opciones 
sobre los montos que se incluyan, como 
gastos de capital, servicio de la deuda, 
educación para adultos, programas 
educativos extraescolares, contribucio-
nes de jubilación y gastos administrati-
vos estatales, sin mencionar las formas 
en que se mide la inscripción de alum-
nos.28 Las asignaciones pueden ser 
distintas que los montos establecidos 
en el presupuesto, y ambas pueden 
diferir de los gastos reales. Por lo tanto, 
es posible que la oficina del Censo de 
los ee.UU. calcule que los gastos por 
alumno en la Ciudad de nueva York en 
2011 fueron de US$19.770 y que la ofi-
cina Presupuestaria independiente de 
la Ciudad determine que ese monto fue 
menor a US$8.000.29 Las comparacio-
nes de los presupuestos individuales 
de los distritos escolares pueden que-
dar distorsionadas también si unos 
pocos distritos pequeños o remotos 
tienen gastos por alumno muy altos.  
Y, por supuesto, es el uso de los fondos 
escolares, no su cantidad solamente,  
lo que vale para mejorar los resultados 
educacionales. 
 Todos estos asuntos cruciales es-
tán muy alejados de la política sobre el 
impuesto a la propiedad. Sin embargo, 
este sigue siendo utilizado a la hora de 
encontrar culpables por el bajo desem-
peño escolar. Un editorial del New York 

Times de 2013 consideró las razones 
por el lugar distante que ocupa el país 
en las pruebas internacionales de ma-
temáticas y ciencias:

 Los distritos escolares de los 
ee.UU. dependen demasiado del 
impuesto sobre la propiedad, lo 
cual significa que las áreas ricas 
recaudan más dinero que las po-
bres. el dinero de impuestos esta-
tales para cubrir esta brecha en 
general no puede suplir las nece-
sidades de los distritos con mayo-
res niveles de pobreza y otros de-
safíos […].
 […] ontario [Canadá], por 
ejemplo, trata de eliminar, o por lo 
menos minimizar, el desequilibrio 
de fondos que existiría de otra 
manera entre los distritos pobres 
y ricos. en la mayoría de los esta-
dos de los ee.UU., sin embargo, 
los distritos más ricos gastan al-
rededor del doble por alumno que 
los que menos gastan, de acuerdo 
a un informe de una comisión ase-
sora federal.  en algunos estados, 
como California, esta relación es 
mayor que tres a uno.30 

Después de más de cuatro décadas de 
una reforma financiera escolar, centra-
lización e igualación extremadamente 
ambiciosas, las deficiencias del siste-
ma educativo escolar de California no 
se pueden achacar al impuesto sobre la 
propiedad. La crítica fácil al impuesto 
evade los problemas enormes y mucho 
más complicados de cómo mejorar los 
desempeños educativos.

Impuesto estatal sobre la 
propiedad 
La equidad del impuesto sobre la pro-
piedad es un tema de debate debido a 
que el financiamiento local parece in-
justo, y sólo en la medida en que se usa 
el impuesto sobre la propiedad para 
proporcionar ingresos a nivel local. Por 
lo tanto, un impuesto sobre la propiedad 

a nivel del estado no se consideraría 
injusto de la misma manera. Algunos 
estados imponen un pequeño tributo 
adicional sobre el impuesto local sobre 
la propiedad, y usan lo recaudado para 
financiar la educación. Pero un impues-
to estatal sobre la propiedad puede 
crear problemas graves cuando se im-
pone sobre valores inmobiliarios calcu-
lados por medio de prácticas de tasa-
ción local que no son uniformes. 
 esta fue la situación que tuvo que 
enfrentar nueva Hampshire con su sis-
tema de financiamiento escolar, que 
dependía principalmente del impuesto 
local sobre la propiedad y fue declarado 
inconstitucional por la Suprema Corte 
estatal en 1997.31 nueva Hampshire es 
el único estado del país que no tiene un 
impuesto estatal sobre las ventas ni un 
impuesto general sobre el ingreso, por 
lo que la fuente de ingresos esencial 
para ofrecer servicios públicos es el 
impuesto sobre la propiedad. Como 
respuesta, el estado creó un impuesto 
inmobiliario a una tasa del 0,66 por 
ciento sobre los valores de tasación 
locales equiparados por el Departa-
mento de Administración de ingresos 
de nueva Hampshire. Un tribunal de 
primera instancia dictaminó que un 
impuesto a nivel estatal no se podía 
basar en tasaciones locales no unifor-
mes.32 no obstante, la Suprema Corte 
estatal, profundamente dividida,  
rápidamente revocó esta decisión,  
determinando que sólo se podía esta-
blecer una violación de la cláusula  
estatal de uniformidad por “medio de 
hechos específicos que demuestren  
un ‘designio amplio de discriminación 
intencional)’ ”.33 
 otros estados también han hecho 
uso del impuesto local sobre la propie-
dad para financiar presupuestos esco-
lares centralizados. en Michigan, un 
impuesto sobre las propiedades que  
no son bienes de familia, como las resi-
dencias de vacaciones y segundas resi-
dencias, se ha dedicado para financiar 
la ayuda escolar estatal. este no es 

Financiamiento escolar e impuesto 
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formalmente un impuesto estatal sobre 
la propiedad, pero los distritos que no 
tributan el impuesto no reciben el  
financiamiento estatal pleno de su  
subvención educativa. Como en el caso 
de nueva Hampshire, un impuesto ad-
ministrado localmente se ha convertido 
en el fondo en un gravamen estatal. 
 en California, las tasaciones inmo-
biliarias y la recaudación del impuesto 
sobre la propiedad siguen siendo res-
ponsabilidad local, pero es la legislación 
estatal la que determina el uso de los 
fondos. Con respecto a la educación, el 
estado determina el financiamiento de 
acuerdo a una fórmula conocida como 
límite de ingresos. Según la explicación 
del Departamento de educación estatal: 
“el límite de ingresos totales del distrito 
se financia por medio de una combina-
ción de impuestos sobre la propiedad 
locales y el fondo de Ayuda General  
del estado. De hecho, el estado suple  
la diferencia entre los ingresos del im-
puesto sobre la propiedad y el límite 
total de ingresos para financiar a cada 
distrito.”34 en 2009–2010, el promedio 
de ingresos para los distritos escolares 
de California fue de US$8.801, y el im-
puesto sobre la propiedad promedio 
asignado a cada alumno fue de US$2.210; 
la diferencia viene de la ayuda estatal. 
Un aumento en la recaudación del im-
puesto sobre la propiedad daría como 
resultado una reducción similar en la 
ayuda estatal. el impuesto sobre la 
propiedad funciona como un instru-
mento del financiamiento centralizado 
estatal de las escuelas. Como ya se  
ha mencionado, esto no ha eliminado 
de ninguna manera las objeciones a  
las disparidades de financiamiento 
entre distritos escolares. Un informe 
concluyó que en los distritos primarios 
pequeños el límite de ingresos más alto 
por alumno fue de US$31.234 en 2005–
2006 y el menor fue de US$4.727.35 

El impacto de la  
capitalización
Las finanzas escolares a veces tienen 
una relación singular con el impuesto 
sobre la propiedad debido al proceso 
de capitalización. Los beneficios de 
servicios públicos locales superiores 
pueden tener una clara influencia posi-
tiva sobre el valor inmobiliario dentro 
de una jurisdicción. es intuitivamente 
obvio que si dos casas son comparables 
en todos los demás aspectos, incluyendo 
sus responsabilidades tributarias, la 
que se encuentre en una municipalidad 
donde los servicios públicos sean  
mejores se venderá por un mayor pre-
cio. Al mismo tiempo, casas equivalen-
tes en distintas municipalidades que 
reciban servicios similares pero tengan 
responsabilidades tributarias desigua-
les se venderán por precios distintos 
que reflejarán esta diferencia en los 
pagos tributarios. 
 estos dos aspectos de la capitali-
zación —el aumento de precio causado 
por servicios superiores y la reducción 
de precio causada por un aumento en 
los impuestos— influyen en el debate 
sobre las finanzas escolares.36 es de 
suponer que los sistemas escolares 
excelentes aumentarán el valor de las 
propiedades locales, proporcionando 
un incentivo para respaldar gastos 
efectivos en educación, aun para pro-
pietarios que no tengan hijos en las 
escuelas locales. esta es también una 
razón para oponerse a gastos superfluos 
o inefectivos que pueden reducir el 
valor de la propiedad local. no hay un 
incentivo financiero similar para que 
los propietarios respalden el gasto es-
colar financiado por el estado, porque 
sus pagos de impuestos estatales no 
afectan los valores inmobiliarios loca-
les. esta es una ventaja potencial de la 
participación local en el financiamiento 
y las decisiones operativas escolares,  
y una de las razones para sustentar la 

hipótesis de que las finanzas escolares 
centralizadas contribuyeron a obtener 
el apoyo a la Propuesta 13 en California.

Clarificación del debate
La reforma financiera escolar es un 
desafío inmenso que involucra muchas 
cuestiones, desde las definiciones fun-
damentales de cuál es un desempeño 
adecuado hasta interpretaciones legales 
de los mandatos estatales y la medición 
de costos. Los funcionarios públicos  
a veces tienen que equilibrar preocupa-
ciones que compiten entre sí, como 
igualación, adecuación de fondos,  
centralización y autonomía local. Más 
aún, la reforma financiera escolar es 
sólo una parte del desafío aún mayor  
de cómo mejorar el desempeño escolar. 
en muchos casos, el papel del impuesto 
sobre la propiedad es sólo incidental  
en estos temas fundamentales. el fun-
cionamiento del impuesto y el uso de 
su recaudación se pueden estructurar 
para respaldar una serie de resultados 
financieros deseados, y el foco en el 
impuesto sobre la propiedad como  
causa de las deficiencias educativas 
puede distraernos de la tarea esencial 
e inmensa de mejorar la calidad escolar. 
Los esfuerzos para reducir la dependen-
cia de las escuelas del impuesto sobre 
la propiedad pueden recoger tanto o 
más apoyo de activistas antitributarios 
que de aquellos que creen que estos 
pasos pueden promover una mayor 
equidad o efectividad educativa. el 
debate sobre el impuesto a la propiedad 
debería avanzar en función de sus propias 
características y distinguir claramente 
entre los problemas operativos y el uso 

de la recaudación.    
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